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PRESIDE: Señor Representante José Bayardi. 


MIEMBROS: Señores Representantes Andrés Abt, Gustavo Borsari Brenna, Fitzgerald Cantero Piali, 
Gustavo Cersósimo, Felipe Michelini, Nicolás Núñez, Jorge Orrico y Aníbal Pereyra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Bayardi).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Voy a recordar dos cosas. Tenemos el proyecto de atención a las víctimas que había planteado el Diputado 
Cantero Piali. Habíamos quedado en considerar si era necesario invitar a alguna organización o institución en 
particular; si así lo resolvemos, debemos hacerle llegar la información a la Secretaría, ya que hoy es el plazo 
que habíamos acordado. 


Por otra parte, se ha repartido en la última sesión el comparativo del Código Penal. Habíamos quedado en ir 
aportando nombres de instituciones o de organizaciones a los efectos de recoger su opinión. La idea es 
planificar y ordenar las visitas. Seguramente, coordinemos las visitas después del 18 del mes, para tener más 
tiempo y no estar acotados por el horario de la Cámara, ya que va aumentando la cantidad de instituciones a 
las que debemos invitar y además queremos, cuando se hagan las convocatorias, hacerles las consultas acerca 
de varios proyectos para no estar abusando de ellas. 


En lo que tiene que ver con el orden del día, va a haber un último punto que refiere a los proyectos que están 
en el Senado, a los efectos de que puedan ir mirándolos y pasarlos a los puntos anteriores. Al respecto, recibí 
al doctor Pérez Manrique que está preocupado por uno de los proyectos que tiene media sanción del Senado, 
que tiene que ver con la restitución de personas menores de dieciséis años trasladadas o requeridas 
ilícitamente. No voy a proponer tratarlo todavía, pero les digo a los legisladores que lo miren y soliciten los 
asesoramientos correspondientes, porque quedé comprometido en que le daríamos trámite en el correr del 
presente Período. 


Hay otro punto del orden del día que está pendiente tenemos voluntad de sacarlo rápido y refiere a la Unidad 
Alimentaria de Montevideo. Estamos a la espera de la visita que realizaría la señora Ministra el próximo 
miércoles 27. 


Vamos a comenzar con la votación del Código General del Proceso. Los señores legisladores tienen el 
anteproyecto que compara el Código General del Proceso vigente con el anteproyecto acordado entre la 
Suprema Corte de Justicia y el Instituto Uruguayo de Derecho Procesal. Me parece que lo mejor sería ir 
marcando el número del artículo y ver si hay alguna observación. No digo pedir el desglose ahora sino irlos 
marcando. Leemos el artículo y si no hay observaciones lo estaríamos votando. Si nos da para votar todo el 
proyecto hoy, lo votamos; de lo contrario, ya sabemos lo que vamos aprobando. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Los asesores del Partido Colorado nos hicieron llegar un informe artículo por 
artículo referido a esta modificación. No hemos tenido tiempo de trabajarlo porque nos lo dieron sobre 
la hora, pero estaríamos en condiciones de aprobar muchos artículos y sugerir alguna modificación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos avanzando, y si hay que desglosar algún artículo, lo desglosamos. Lo 
que quiero es empezar a votarlo. 


Comenzamos con el artículo 1” del anteproyecto que está en consideración, que enuncia sustituciones. Hay 
una propuesta de la Secretaría. El artículo dice: "Sustitúyese los artículos que se establecen a continuación de 
la Ley_N* 15.982, de 18 de octubre de 1988 (Código General del Proceso) por el siguiente texto". La 
Secretaría, por un problema de técnica legislativa, nos propone poner: Artículo 1%, y enunciar los artículos 
que se sustituyen. Diría: "Sustitúyese los artículos del 5” al 8%, 11, 19, 24," nombrarlos todos "(...) de la Ley. 
N? 15.982 de 18 de octubre de 1986, Código General del Proceso, por los siguientes". 


SEÑOR ORRICO.- Independientemente de que debe decir "Sustitúyense", creo que esta redacción es 
correcta. No veo por qué hacer tremenda sábana de artículos en la introducción al proyecto de ley, 
cuando después, artículo por artículo, se va estableciendo qué es lo que se cambia. Salvo que tiene que 
estar el verbo en plural, lo dejaríamos como está, porque me parece muy claro y me parece también de 
buena técnica legislativa. Hay ciertas modas que a veces hacen que se cambien las redacciones, pero 
significan a lo mismo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 5. 


SEÑOR ORRICO.- Este artículo, dentro de su generalidad, tiene que ver con un aspecto muy 
importante de la parte procesal, sobre todo en la moderna concepción procesalista, en cuanto a que 
hace referencia a la llamada carga dinámica de la prueba. Los juicios, entre otras cosas, determinan 
quién tiene la carga no el deber de probar lo que se dice. Para el abogado defensor o acusador revertir 
eso siempre es un elemento muy importante: quién prueba qué cosa. Algunas concepciones que son 
muy extremas dicen que quien tiene una prueba y no la muestra tiene una presunción en contra casi 
absoluta; yo creo que esta es una concepción más intermedia en la medida de que dice que tendrá las 
consecuencias previstas en la ley en cada caso 


El tema es sencillo de plantear: quien tiene una prueba y la otra parte logra demostrar que hay un documento 
y no lo agrega, tiene una presunción en contra. Esa presunción es simple pero es presunción al fin. 


El inciso segundo de este artículo es lo que quiero destacar dice: "Los sujetos del proceso deberán actuar con 
veracidad y brindar la máxima colaboración para la realización de todos los actos procesales". A mi juicio, 
hay que agregar "(artículo 142)" entre paréntesis, que es el que establece cómo se hace la producción de la 
prueba. Ese principio general del artículo 5* está íntimamente relacionado con el artículo 142 y me parece 
que se debe hacer el agregado a los efectos de que, cuando esto se empiece a aplicar, quien lo lea tenga clara 
dicha relación. Por eso normalmente se pone una disposición y entre paréntesis se pone una muy vinculada; 
el Código Civil está lleno de ejemplos al respecto. No hago cuestión de principios con esto, pero me parece 
que aclararía. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando vinieron la doctora Klett y el doctor Abal, la gente de la Suprema 
Corte de Justicia y del Instituto Uruguayo de Derecho Procesal, dejaron en claro que el artículo 5” 
estaba ligado al artículo 142.2. 


Si los miembros de la Comisión están de acuerdo, se va a votar el artículo 5 con la modificación propuesta 
por el señor Diputado Orrico. 


(Se vota) 

———Nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

En discusión el artículo 8”, "Inmediación procesal". 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

———Nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

En discusión el artículo 11*, "Derecho al proceso y a la tutela jurisdiccional efectiva". 
En este caso, se cambia el nombre del artículo y se hace una modificación al final del numeral 11.4. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

———Nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 19, "Funcionamiento de los tribunales colegiados". 

SEÑOR ORRICO.- En el numeral 19.1 de este artículo se agrega "se hará en el Acuerdo". Aunque 
parece una modificación muy menor, es realmente trascendente porque se daba no sé con qué grado de 
generalidad que algunos tribunales se reunían, votaban y ahí terminaba todo. El acuerdo significa que 
es un órgano colegiado y tiene que discutir la sentencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión el artículo 24, "Facultades del tribunal". 


En el numeral 6) del artículo 24 vigente dice: "Para rechazar las pruebas inadmisibles, así como las 
manifiestamente inconducentes e impertinentes". Se propone que quede redactado de la siguiente manera: 
"Para rechazar las pruebas inadmisibles, las innecesarias, así como las manifiestamente inconducentes y las 
manifiestamente impertinentes". 


SEÑOR ORRICO.- Yo estoy de acuerdo con la modificación pero quiero aclarar que, en la práctica, 
esto es de difícil aplicación, porque si uno pide que tal prueba no sea diligenciada por considerarla 
innecesaria y el juez lo apoya, entra en interlocutoria y se va a la apelación. De todos modos, está bien 
como principio; incluso, aportar pruebas innecesarias puede tener efectos en el momento de la 
sentencia en cuanto al juzgamiento de la conducta procesal de quien las empleó. Después de todo, la 
prueba innecesaria puede llegar a ser una forma de chicana. En ese sentido, me parece correcto que 
esto esté acá. 


SEÑOR MICHELINI.- Me parece que también debería estar calificado lo innecesario, del mismo 
modo que una prueba impertinente o inconducente tiene que serlo manifiestamente, para reducir un 
poco la discrecionalidad del tribunal. Me genera dudas porque "innecesarias" implica una evaluación, 
una discrecionalidad del tribunal. Por tanto, sugiero poner "las manifiestamente innecesarias" 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Se están utilizando dos criterios. Lo inadmisible o innecesario se basa en una 
decisión previa, en un análisis del propio juez; en cambio, en el caso de las inconducentes y las 
impertinentes tienen que ser objetivamente expuestas. De todos modos, puede ser atendible la 
sugerencia del señor Diputado Michelini, pero también tendría que abarcar a las inadmisibles. 


SEÑOR ORRICO.- No tengo problemas en que se cambie. Una prueba inadmisible es una confesión 
arrancada por torturas. Una prueba innecesaria es cuando la contraparte me demandó, me puso una 
partida de nacimiento que acredita la identidad de quien está allí pleiteando, por ejemplo, y del otro 
lado me piden testigos para acreditar que Fulano es Fulano. 


Una prueba inconducente es aquella que se pide y no tiene ninguna relación con el objeto del proceso. No 
hay que olvidar que en el momento en que se hace la audiencia preliminar el juez decide qué es lo que hay 
que probar. Entonces, yo estoy demandando por estado civil y resulta que se me piden pruebas sobre el 
estado patrimonial, que no tienen nada que ver. 


Me parece que así está bastante claro, pero no tendría problema en que el numeral 6) se redactara de la 
siguiente manera: "Para rechazar las pruebas manifiestamente inadmisibles, innecesarias, inconducentes e 
impertinentes". 


Desde el punto de vista de las garantías, el tribunal resuelve, pero la otra parte puede apelar y decir que la 
prueba es absolutamente pertinente. Supongamos la demanda y la contestación a la demanda. En la demanda 
yo presento pruebas pero tengo que decir qué significan. Por ejemplo, en el escrito de demanda tengo que 
poner que se cite a declarar a los testigos Fulano de Tal y Fulana de Tal, que declararán sobre tal cosa y tal 
otra. No puedo decir: "Llámese a declarar a los testigos" y no poner nada, porque en ese caso, el juez va a 
decir que no corresponde porque no puse para qué es la prueba. 


Me parece que hay una especie de vaivén en cómo se va dando el proceso, que hace que haya un control por 
parte de las partes con respecto a estas situaciones. Sin embargo, reitero que no tengo ningún problema en 
agregar el adjetivo "manifiestamente" a todo. 


SEÑOR MICHELINI.- Me parece que gran parte de las modificaciones que nos propone la Comisión 
de la Suprema Corte de Justicia y del Instituto Uruguayo de Derecho Procesal son producto de ajustes 
de prácticas que se dan y, en realidad, tienen que ver con interpretaciones ya asentadas. Aunque en 
algunos aspectos puede haber cierto nivel de debate, en la gran mayoría la jurisprudencia ya está 
resolviendo en ese sentido. Por lo tanto, lo que está pasando es que los jueces o los tribunales rechazan 
las pruebas innecesarias, por ejemplo, cuando se pide prueba para probar un hecho notorio. El texto 
original del Código General del Proceso no contempla esto y por eso se incorpora. 


A su vez, se agrega el adjetivo "manifiestamente" a impertinentes porque, aun cuando desde el punto de vista 
lingúístico es mucho más claro el numeral 6) del artículo vigente, hay debate a este respecto y algunos 
abogados dicen que la calificación de manifiestamente corresponde a las inconducentes pero no a las 
impertinentes. 


El numeral 6) propuesto le pone el adjetivo "manifiestamente" a las impertinentes. Con respecto a las 
inadmisibles es claro, hay una regla de derecho, como bien decía el señor Diputado Orrico: una declaración 
extraída bajo tormento no puede ser admitida en ningún juicio, es nula per se. Aquí se agregaron las 
innecesarias, pero yo creo que también deberían ser manifiestamente. 


SEÑOR ORRICO.- Se pueden hacer dos razonamientos y me parece que esto está pensado para el 
segundo, que voy a explicar. Uno es el proceso ordinario y otro la vía ejecutiva, que es donde aparecen 
las chicanas terribles. Una de las observaciones que se hace al funcionamiento del Código General del 
Proceso que es muy bueno y un modelo para América Latina es que funciona muy bien en la primera 
instancia pero le cuesta adaptar sus ritmos sobre todo a la vía ejecutiva. ¿Por qué? Es muy difícil 
luchar en contra de la chicana. Por eso, me parece importante este énfasis en agregar también a las 
innecesarias, como puede ser en el caso de las ejecuciones estoy dando ejemplos reales, no de escritorio, 
mandar pedir algo que se hacía mucho antes de la era de las computadoras: "Líbrese a la Intendencia 


de Lavalleja para que explique". Y vaya uno a saber adónde iba a dar el oficio, quién lo agarraba y, 
con suerte, dos o tres años después, alguien lo contestaba. 


Lo que dice el señor Diputado Michelini está bien en el sentido de dar un poquito más de formalidad a esto. 
Simplemente trato de resaltar cuál es el problema que se pretende solucionar. Siempre va a haber chicanas, es 
imposible que no las haya. El grandísimo abogado en materia civil no es tanto el que sabe de derecho 
sustantivo, sino el que maneja el derecho procesal. Esa es la verdad. De manera que yo estoy de acuerdo con 
todo lo que busque limitarlo, pero, como hombre de la profesión durante muchísimos años, digo que quien 
esté libre de culpa que tire la primera piedra. Creo que cualquiera que haya ejercido alguna vez hizo una 
chicana, porque también forma parte de cómo defiende cada cual a su cliente que, a veces, no tiene las 
razones legales pero sí las morales. Son valores que están permanentemente en la balanza del abogado que 
está actuando. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Estoy de acuerdo con la propuesta del señor Diputado Michelini por 
las razones aquí expuestas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, el numeral 6) del artículo 24 que refiere a las Facultades del 
Tribunal quedaría redactado de la siguiente manera: "Para rechazar las pruebas inadmisibles, así 
como las manifiestamente innecesarias, manifiestamente inconducentes y manifiestamente 
impertinentes;" 


SEÑOR ORRICO.- También hay que modificar el artículo 144.1, que se refiere al rechazo de la 
prueba. 


SEÑOR PRESIDENTE. Al final de este artículo, cuando dice: "[...] el diligenciamiento de las pruebas 
inadmisibles" también habría que agregar la expresión '"manifiestamente innecesarias". 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Creo que quedaría mejor redactado de la siguiente manera: "[...] el 
diligenciamiento de las pruebas inadmisibles, las manifiestamente innecesarias, las manifiestamente 
inconducentes y las manifiestamente impertinentes". 


SEÑOR ORRICO.- Solo quiero aclarar que hay que hacer exactamente lo mismo con el numeral 6) del 
artículo 341. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, al artículo 144.1 se le debe agregar en todos los casos el artículo 
"las" delante de "manifiestamente". 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- De esta manera queda redactado como el artículo 24. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Diputado Orrico manifestó que también se debe hacer una 
modificación en el numeral 6) del artículo 342. 


Este numeral dice: "Fijación del objeto del proceso y de la prueba; pronunciamiento sobre los medios de 
prueba solicitados por las partes, rechazando los que fueren inadmisibles, innecesarios, manifiestamente 
inconducentes y manifiestamente impertinentes [...]". Aquí también habría que agregar la palabra 
"manifiestamente", delante del término "innecesarios", sin la inclusión del artículo "las". 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Quisiera saber si al considerar estos artículos ya quedan aprobados. 
SEÑOR PRESIDENTE.- No. Ahora solo estamos haciendo correcciones, a efectos de la concordancia. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 24, cuyo numeral 6) quedará redactado de la siguiente 
manera: "Para rechazar las pruebas inadmisibles, así como las manifiestamente innecesarias, las 
manifiestamente inconducentes y las manifiestamente impertinentes;". 


(Se vota) 
———Nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 25. 
SEÑOR ORRICO.- Quisiera hacer una observación. 


El derecho positivo es una expresión diría que casi arcaica dentro de la concepción general del derecho, la 
cual se tiene en Uruguay desde hace muchos años; desde los trabajos de Alberto Ramón Real y desde mucho 
antes. En realidad, el positivismo no forma parte de nuestra concepción general del derecho, y la prueba la 
tenemos en el artículo 72 de la Constitución, y en otros, que hacen referencia a los principios generales del 
derecho. Por lo tanto, el derecho positivo sería el que expresamente se establece. Esa es una regla que en 
Uruguay no se cumple, por lo que me parece correcto sacar el adjetivo "positivo"; si bien desde el punto de 
vista práctico no es demasiado lo que se logra, implica una orientación dogmática, que yo acompaño 
plenamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, se elimina el adjetivo "positivo" del primer numeral del artículo 
25. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

SEÑOR CERSÓSIMO.- Yo tenía entendido que el derecho positivo era el derecho vigente. En realidad, 
no lo asociaba a la corriente positivista. Reitero que, para mí, era equivalente a lo que está 
expresamente sancionado y en vigencia. De todos modos, no tengo inconveniente en quitar ese adjetivo 
de este artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 26, que refiere a la responsabilidad del tribunal. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 26. 


(Se vota) 


Nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Borsari Brenna) 
SEÑOR BAYARDI.- Solicito que el artículo 32 sea desglosado. 
(Apoyados) 

SEÑOR PRESIDENTE.- Así se procederá. 


SEÑOR ORRICO.- Más allá de que no discutamos ahora este artículo, tengo algo que decir al 
respecto. 


Tuve una entrevista con el doctor Pérez Manrique y la doctora Catalina Elhordoy que pertenecen a la 
Asociación de Jueces de Infancia y Juventud del MERCOSUR y me entregaron un memo sobre el artículo 32 
que me gustaría que se distribuyera a todos los integrantes de la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así se procederá. 
En discusión el artículo 33. 
SEÑOR ORRICO.- La explicación de esto es muy clara. 


Por la redacción actual, se cambia de Juzgado. En cambio, acá se establece un principio de economía 
procesal al señalar: "El petitorio se tramitará ante el Juez de la causa [...]", es decir que no hay por qué 
cambiar. 


La otra modificación tiene que ver con una adecuación del lenguaje al del Código de la Niñez y la 
Adolescencia, que habla de niño, adolescente o, en este caso, incapaz. La redacción que estamos cambiando 


habla de menor, y tanto en la normativa uruguaya, como en la internacional no se habla más de menor, sino 
de niño o adolescente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Bayardi) 


En discusión el artículo 34, Modificaciones de la capacidad durante el proceso. 


La fundamentación de esta modificación dice: "La reforma pretende regular en forma separada los efectos 
procesales de la incapacidad y del fallecimiento de la parte que constituyen hipótesis diversas, adecuando el 
contenido de los artículos 34 y 35 a sus nomen iuris. La eliminación de la palabra no responde a un criterio 
gramatical". 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión el artículo 35, Sucesión de la parte. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión el artículo 37, Asistencia letrada. 


En este caso, se propone "[...] adecuar a la realidad económica y sociológica los supuestos de excepción. La 
previsión de una cuantía de 1 U.R. dejaba sin aplicación el literal a) del art. 37.2. Se tomó en cuenta la 
cuantía que ya fuera establecida por el legislador en el artículo 2 de la Ley N” 16.995 de 26 de agosto de 
1998. Asimismo, se incluye en el texto a los Juzgados de Conciliación inexistentes en la época de sanción del 
Código. En la excepción del literal b) se incluye a los Juzgados de Paz, porque es en ellos donde se ve con 
más frecuencia el supuesto contemplado en la norma y se elimina la distinción entre Juzgados Letrados de 
Primera Instancia del Litoral y del Interior, que, en puridad, no existe". 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 39, Poder. 


Con esta modificación se está exigiendo " [...] previsión expresa en el poder para la facultad de sustituir, 
poniendo fin a las dudas planteadas en la práctica y se armoniza el texto con el proyectado para el art. 44". 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

En discusión el artículo 44, Representación judicial de los abogados. 

En este caso, la reforma tiene por objetivo "[...] precisar los alcances de la representación, la oportunidad en 
que opera el cese, los efectos que este tiene para el renunciante y para el proceso, evitando dilaciones. En el 
art. 44.6 se subsana un obvio error de redacción". 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión el artículo 47, Poderes del tribunal. 


Aquí se establece que se hace un ajuste al texto del inciso 3% cuya redacción anterior no era del todo precisa. 
Y se explicita el régimen recursivo aplicable. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión el artículo 48, Intervención coadyuvante. 


Con la modificación propuesta "Se ajusta el nomen iuris al contenido de la norma, de manera que refiera al 
género y no a una sola de las especies”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión el artículo 51, Intervención necesaria por citación. 


Con esta nueva redacción "Se consagra para la citación de terceros la misma solución prevista actualmente en 
el art. 136 para la otra hipótesis de acumulación por inserción (reconvención), subrayando la necesidad de la 
existencia de conexión". 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión el artículo 52, Procedimiento de la citación de terceros. 


Este cambio se funda en la siguiente circunstancia. "Se adopta el procedimiento que la experiencia ha 
mostrado ser más rápido y eficaz para resolver sobre la citación e impugnabilidad de la decisión. Se aclara el 


contenido posible de la sentencia que admite la citación: por ejemplo, el mero emplazamiento del tercero en 
la hipótesis de la controversia común (segunda hipótesis del art. 51), dar traslado de la pretensión de regreso 
deducida en contra del citado en garantía (primera hipótesis del art. 51)". 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 53, Denuncia de terceros. Se establece el procedimiento que no estaba regulado en el 
texto vigente. 


Se va a votar. 

(Se vota) 

———Nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

En discusión el artículo 56, Condenaciones en la sentencia definitiva. 

Hay una modificación en el segundo inciso del 56.1. Se incluye en el concepto de costas otros gastos que no 
ingresen en los conceptos de tributos u honorarios de auxiliares, a los efectos de resarcir integralmente al 
beneficiario. 

Se va a votar. 

(Se vota) 

——_Nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 57, Condenaciones en los incidentes. 


Se plantea la modificación de que el texto original preveía sólo la condena en costos, cuando las condenas 
son en costas o en costas y costos. 


Se va a votar. 
(Se vota) 


——_Nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


SEÑOR ORRICO.- Por lo tanto, es condenado en costas y costos, si no tiene ningún Ministro del 
Tribunal que lo apruebe. Si tiene un solo Ministro que esté discorde, no hay condena en costas y costos. 
Esta es una forma de pelear contra la chicana. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Eso es lo que se desprende de la lectura del artículo? 


SEÑOR ORRICO.- El texto dice: "Las sentencias que resuelvan los incidentes pondrán siempre las 
costas a cargo del vencido, sin perjuicio de la condena en costos si correspondiere". En cambio, si 
hubiese una apelación y si fuere confirmatorio en todas sus partes, impondrá preceptivamente la 
condena en costos, salvo que el Tribunal sea parte de este principio en forma fundada. Si 
interpretamos correctamente el texto, no se trata de que haya un Ministro en discordia sino de que no 
se tenga que fallar en costas y costos si los fundamentos de la segunda instancia son distintos a los de la 
primera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿El artículo 688 determina que tiene que haber unanimidad del Tribunal? 


SEÑOR ORRICO.- No, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, si no lo determina ¿por qué tiene que tener la unanimidad del 
Tribunal para costas y costos? 


SEÑOR ORRICO.- Ese es casi un principio. Si hay un fallo de un Juez que está de acuerdo con lo que 
se apeló, quiere decir que algo de razón tiene y, por lo tanto, no se lo puede condenar en costas y costos; 
no es una chicana vulgar y silvestre. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pero el Tribunal se va a pronunciar de acuerdo con la mayoría. 
SEÑOR ORRICO.- El fallo del Tribunal es correcto, el problema son las costas y costos. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Parece claramente redundante lo de costas. Si al comienzo del artículo se dice 
que las sentencias que resuelven los incidentes pondrán siempre las costas a cargo del vencido, no 
entiendo por qué se tiene que aclarar a renglón seguido que el fallo de segunda instancia que es una 
sentencia impondrá preceptivamente la condena en costas. Debería decir solo costos, salvo que el 
Tribunal se aparte de este principio en forma fundada. 


SEÑOR MICHELINI.- Tiene razón el señor Diputado preopinante. Sucede que esta reforma parte de 
la base de que hay cosas que se están discutiendo en las sedes judiciales que no surgen de la 
interpretación razonable del texto. Efectivamente, en la primera instancia, las costas son siempre de la 
parte vencida. Entonces, se supone que si el Tribunal en segunda instancia ratifica todo lo que la sede 
originaria condenó, debería ratificar también las costas. Lo que pasa es que como a veces no lo hacen 
expresamente, discuten eso. Este artículo intenta solucionar ese asunto. 


En cuanto a si el fallo en segunda instancia con costas y costos necesita unanimidad del Tribunal, creo que no 
se desprende del artículo. De lo contrario, habría que establecerlo expresamente. Si un miembro del Tribunal 
asume que hubo una apelación en el incidente y que da razón al apelante, parecería razonable que los costos 
no estuviesen de esa parte. A no ser que se me ilustre lo contrario, creo que habría que dejarlo así. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Quiere decir que en la segunda parte se aclara que por razones fundadas el 
Tribunal puede dejar sin efecto, inclusive, la condena en costas, que es preceptiva. 


SEÑOR ORRICO.- Hay un principio en el Código Civil, que dice lo siguiente: "Puede el Juez no hacer 
condena especial en costas o imponerla al vencido y aun condenarlo en costas y costos,'' acá viene la 
parte medular, que es el principio general "según estime que aquél litigó con alguna razón o por 
culpable ligereza o por malicia que merezca la nota de temeridad, sin perjuicio de lo que dispone la ley 
procesal". ¿Esto qué significa? Si un individuo litigó con alguna razón y tiene, además, un Juez que le 
dio la razón, esto no se aplica. No se trata de que si hay un Juez que está discrepando, no lo pueden 
condenar. Creo que no puede por aplicación de esto. Si de tres Jueces hay uno que sostiene que ese 
señor algo de razón tiene es porque no actuó con malicia que merezca la nota de temeridad, ni con 
mala fe ni nada por el estilo. 


Puedo admitir que se diga que no necesariamente es así, pero me parece que de la conjunción de todo surge 
esto. De todas formas, no haría problema con el artículo tal como está. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, dejamos redactado el artículo tal como se plantea en la propuesta. 


En discusión el artículo 61, "Daños y perjuicios”. 


Lo que se pretende con la modificación es brindar mayor claridad al texto, remitiendo la pretensión 
indemnizatoria a la regulación de la demanda. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión el artículo 71, "Constitución de domicilio". 


A través de estas modificaciones se promueve la celeridad del proceso previendo las dificultades que origina 
en determinados casos por ejemplo, cese de la representación o del patrocinio la necesidad de la notificación 
a domicilio. Se aclaran, a su vez, los alcances y efectos del domicilio constituido y, en particular, se consagra 
la regla de la notificación en los estrados, sin necesidad de resolución judicial, en caso de incumplimiento de 
la carga de constituir domicilio. Cuando el domicilio real es en el extranjero se consagra la carga de indicar, 
además de ese domicilio real y del constituido, otro domicilio al que se le asigna eficacia equivalente al del 
real. Esta nueva categoría de domicilio posibilita una mayor sujeción a la jurisdicción nacional y agiliza las 
comunicaciones cuando por alguna causa no resulta viable valerse del domicilio constituido. Se incorpora la 
modalidad de constitución de domicilio electrónico que ya se aplica en Montevideo. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión el artículo 72, "Documentos". 


Con esta modificación se adopta para el desglose de documentos la solución dada para la expedición de 
testimonios y certificados, llenando un vacío legal, de acuerdo con la práctica. 


Lo que se hace es incorporar otro numeral 72.4, que refiere al desglose de documentos. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión el artículo 74, "Recibo de entrega de escritos”. 


La modificación refiere a que el escrito será inadmisible tanto sí faltan las copias para el interesado como si 
no se acompañan las correspondientes para la contraparte. Esta solución constituye una garantía para las 
partes y para el tribunal. Por esa misma razón se incluyó la mención de la hora, ya prevista para el artículo 
TS. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión el artículo 79, "Notificación en el domicilio". 


La sustitución de la expresión: "de la casa" por: "del domicilio" corresponde a la finalidad de utilizar una 
expresión más técnica. La modificación está incorporada en el 79.2, 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 86, "Notificación ficta en la oficina". 


La modificación propuesta concuerda con la modificación introducida al artículo 71, y se aclara cómo opera 
la notificación en los estrados. 


Es decir, se incorpora como tercer inciso en el artículo 86: "El procedimiento previsto en el inciso 1* se 
aplicará también en caso de domicilio constituido en los estrados". 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión el artículo 87, "Providencias exceptuadas". 


La modificación propuesta refiere a la inclusión del numeral 2, recogiendo una práctica que se considera útil: 
la notificación del auto que confiere traslado de excepciones en distintos procesos. Se elimina la citación 
específica para el acto de absolución de posiciones numeral 3. en el texto vigente, por cuanto si la citación se 
hace en audiencia se aplica el numeral 2 del artículo 76, y si se hace fuera de audiencia la citación queda 
cumplida con la convocatoria a dicha audiencia. 


Se agrega la notificación personal del auto que confiere traslado de los recursos de apelación, adhesión o 
casación por tratarse de providencias posteriores a la sentencia que habilitan derechos relevantes para la 
adecuada defensa. 


En el numeral 11 se limita la facultad del tribunal a disponer notificaciones a domicilio, estableciendo un 
criterio restrictivo para evitar demoras. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión el artículo 89, "Notificación por edictos". 


La modificación propuesta unifica el criterio para todos los casos de la notificación por edictos, empleando la 
solución prevista por el artículo 415.1. La inclusión de la posibilidad de publicación a través de red 
informática tiene por finalidad dejar habilitada otra opción a los litigantes cuando se incorporen los medios 
necesarios para ello. Se da idéntica solución económica, en razón de los costos de las publicaciones, tanto a 
quienes litigan con auxiliatoria de pobreza como para aquellas personas que son patrocinadas por la 
Defensoría de Oficio o los Consultorios Jurídicos gratuitos de las Facultades de Derecho de todas las 
universidades o institutos universitarios reconocidos en el país. De esta manera, se contempla lo dispuesto 
por el artículo único de la ley N* 17.996. Ello implica, además, la disminución de los procedimientos de 
auxiliatoria de pobreza, agilizando el proceso principal respectivo, todo lo cual importa una facilitación del 
acceso a la Justicia. 


(Diálogos) 


SEÑOR ORRICO.- Ese tipo de notificación es correcta en Montevideo, entre otras cosas porque la 
publicación en un diario como "El País" o cualquier otro sería muy cara. También es cierto que a los 
efectos del interior no de todo el interior, pero sí gran parte la publicación en un diario local tiene una 
difusión, una capacidad de captación por parte de los interesados, que no la tiene un programa 
informático por mejor que sea. No conozco a nadie que mire la web del Poder Judicial, por lo menos en 
forma rutinaria, salvo los profesionales. De pronto habría que desglosar este artículo y pensar si no 
habría que establecer un sistema para Montevideo y tal vez incluir a Canelones y otro para el interior. 


Otro problema que se presenta por eso me parece que lo mejor sería desglosar este artículo, que no es menor, 
es qué se entiende por prensa local. Pensemos, por ejemplo, en Colonia; con la cantidad de localidades que 


tiene, un periódico que se edite en la capital de Colonia, ¿es considerado local a los efectos de Nueva 
Helvecia? 


Entonces, propongo dejar en suspenso este artículo con el objetivo de pensarlo un poco más, pero dejando 
planteado desde ya que me parece que tiene que haber una diferenciación clarísima entre la situación de 
Montevideo y la del interior. Para decirlo de forma muy cruda, el demandado montevideano a quien se le 
desconozca su domicilio, siempre va a quedar en una condición de mayor desamparo que el de San José, por 
ejemplo, por una razón de vecindad, de conocimiento, de lugar chico donde la gente se conoce y se saben las 
cosas. El montevideano que vive en Malvín no tiene la menor idea de que alguien del Cerro lo está 
demandando. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Estoy de acuerdo en el desglose de este artículo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo con lo solicitado, se desglosa el artículo 89. 


Quiero hacer una aclaración. Respecto a las notificaciones siempre tengo la duda. Si corresponde notificar a 
domicilio es porque se conoce; el artículo expresa: "[...] se tratare de persona indeterminada o incierta o cuyo 
domicilio no se conociere, la notificación se cumplirá por edictos publicados en el Diario Oficial y otro 
periódico de la localidad [...]". Lo que acá se está incorporando es la notificación a través de la red 
informática del Poder Judicial, que no necesariamente es de accesibilidad pública, salvo para quienes están 
dentro del Poder Judicial en juicios o litigios que la revisan permanentemente. Creo que habría que buscar 
algún mecanismo garantista desde el punto de vista de la accesibilidad pública a la información. El problema 
es que salvo el Diario Oficial, los medios de prensa son empresas privadas. 


(Diálogos) 


En algún momento tendríamos que hacer algo al respecto porque se trata de las garantías de 
accesibilidad. Quienes ejercen la profesión tendrían que prever estas cosas, porque si el Diario Oficial cobra 
caro estas publicaciones salvo que el Juez establezca la exoneración de costearlas, habría que buscar la 
manera de que fueran más accesibles. Si es necesario se legislará: a través de la ley nosotros le podemos decir 
al Diario Oficial qué y cuánto puede cobrar. No se lo podemos decir a "El País", pero sí al Diario Oficial. 
Habría que ver si no es la oportunidad de legislar. Los únicos medios de comunicación pública que tenemos 
son los televisivos o radiales me refiero a aquellos medios que podemos forzar, pero no dejan constancia 
escrita. 


A la hora de proponer una solución de este tipo deberíamos pensar en algún mecanismo que garantice la 
accesibilidad. Quiero aclarar que desde que estoy aquí, en los últimos veinte años, a los efectos de los costos 
hemos limitado la accesibilidad a la Justicia a través de algunas normas. Ahora que estoy de este otro lado del 
mostrador podríamos tomar algunas medidas al respecto. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR ORRICO.- En primer lugar, desde el punto de vista de la accesibilidad a los medios 
informáticos, no hay duda de que estamos muy lejos de que la población pueda lograrlo como a través 
de una radio. No sé cuál es el porcentaje, pero hasta hace poco solo el 30% de los uruguayos y no sé si 
no me estoy excediendo tenía acceso a Internet. 


En segundo término, la publicación es una exigencia para el que demanda; en el caso en que existe 
auxiliatoria de pobreza, etcétera, queda exonerado. 


En tercer lugar, por más garantista que se sea, hay un problema que evidentemente causa situaciones que 
pueden llegar a ser injustas. Lo que no se puede permitir desde el punto de vista procesal es que un individuo, 
por el solo hecho de esconder su domicilio, no pueda ser demandado. Es una cuestión a tener en cuenta 
porque, de lo contrario, sería muy fácil desaparecer: basta una simple mudanza y se terminó la historia. Y eso 
no es así. 


En este punto nunca va a haber una solución perfecta porque ciertamente puede haber gente de buena fe que 
se mudó, que no le avisó a nadie y un día se encuentra con que tiene una sentencia de condena, pero no se 


enteró de que esa cuestión fue publicada en el Diario Oficial y en algún otro diario. 


El equilibrio de las garantías a las que se refería el Presidente es una cuestión muy delicada. Comparto las 
inquietudes, pero desde ya quiero decir que no hay una solución totalmente correcta al respecto porque la 
gente tiene conductas que no siempre son las mejores y, a veces, teniendo las mejores, cae atrapada en estas 
limitantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión la modificación propuesta del artículo 90, "Comunicaciones 
internas". 


A fin de propiciar la celeridad del proceso, se instaura como solución general aquella reservada en el texto 
anterior a casos de urgencia. Asimismo, se actualiza la norma, en función de los múltiples mecanismos de 
comunicación existentes, especialmente la realizada vía fax, ya reglamentada por el Poder Judicial. Las 
modificaciones introducidas en el inciso final armonizan esta norma de carácter general con el deber de 
colaboración de las partes, con el principio de economía procesal y recogen la práctica forense. Se agrega la 
posibilidad de retiro de oficio u exhorto por una persona autorizada, legalizando la práctica vigente que 
facilita su diligenciamiento. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

——_Nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

En discusión la modificación propuesta del artículo 96, "Días y horas hábiles". 


La solución propuesta confiere seguridad jurídica y racionaliza el funcionamiento de las oficinas. Se procura 
evitar la ambigiedad y distorsiones que se generan actualmente en la presentación de escritos al existir un 
horario de funcionamiento de la oficina superpuesto o distinto del previsto para atención al público. Se aclara 
que para que el día se considere hábil para la realización de los actos procesales en la oficina del tribunal 
debe existir un horario de atención al público y no meramente de funcionamiento no menor a cuatro horas. 


SEÑOR MICHELINI.- Con referencia al artículo 90, "Comunicaciones internas", que acabamos de 
aprobar, quiero plantear algunas inquietudes. 


Quisiera saber si cuando se establece "cualquier otro medio idóneo" puede entenderse, por ejemplo, un 
correo electrónico, una comunicación electrónica. Si es así, debería estar de acuerdo a la reglamentación de la 
Suprema Corte de Justicia o de otro organismo, porque la comunicación idónea por vías electrónicas no 
necesariamente es confiable. Cuando se establece que los Tribunales deben dar conocimiento de sus 
resoluciones "a otras autoridades nacionales o formularles alguna petición para el cumplimiento de 
diligencias del proceso, lo harán por exhortos u oficios que se cursaran por correo o cualquier otro medio 
idóneo", se me genera la duda de cuáles son los medios idóneos. 


SEÑOR ORRICO.- El calificativo de idóneo es el que hace que el medio cumpla la función para la cual 
está previsto. Por ejemplo, un medio idóneo para intimar el pago de una deuda es el telegrama 
colacionado. Eso es así. ¿Por qué es idóneo? Porque llega. Entonces, lo que se pretende acá no es 
legislar caso a caso cada uno de los medios que existen. El avance técnico es de tal entidad que hace que 
si se describen cuales son esos medios, rápidamente quedan arcaicos. Idóneo es algo que produce el 
efecto que se pretende con él. Honestamente, yo no creo que haya ningún problema. La expresión 
"medio idóneo" existe desde que yo era estudiante en distintos cuerpos legales y nunca ha causado 
problema. Por lo tanto, me parece que esto así está bien. Precisamente, al poner el adjetivo "idóneo", el 
tema se resuelve. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos hablando de comunicaciones internas 


Antes decía: "Cuando los tribunales deban dar conocimiento de sus resoluciones a otras autoridades 
nacionales o formularles alguna petición para el cumplimiento de diligencias del proceso, lo harán por 


exhortos u oficios que se cursarán por correo.- Si hubiera urgencia, podrán disponer la comunicación por 
cualquier otro medio idóneo". Se usaba la expresión "medio idóneo" para las comunicaciones urgentes. En 
esta nueva redacción se mantiene la expresión "la harán por exhorto u oficios" y se agrega "o cualquier otro 
medio idóneo", independientemente de que el medio idóneo se use en la urgencia o se use en el trámite que 
no es urgente. 


Se supone que, hoy por hoy, este tipo de comunicaciones deben tener direcciones electrónicas. 


SEÑOR ORRICO.- ¿Hasta hace veinte años cómo funcionaba esto? Había que mandar un oficio, que 
era un desastre, o si no, enviar por Correo, que tampoco andaba bien. Si bien hoy el Correo funciona, 
no hay duda de que hay comunicaciones que se hacen de inmediato. Supongamos que en un juicio 
cualquiera hay que mandar un oficio empleando la terminología que normalmente se usa para esto a 
un Ministerio. Se envía rápidamente por la vía electrónica que corresponde. Me parece que no se 
pueden describir uno a uno cuáles son los medios idóneos. Hay que decirlo con carácter general 
porque, de lo contrario, cuando aparece un nuevo medio de comunicación, tenemos que cambiar la ley. 
Ese es el problema. Además, creo que las garantías del proceso están dadas naturalmente por las 
normas y porque hay un abogado de cada lado, que son quienes se van a preocupar de establecer esto. 
Y si alguien emplea un medio que no es el idóneo, va a tener todos los recursos para que eso no se 
aplique. Por otra parte, esto es de comunicaciones oficiales entre juzgados a los efectos de un proceso 
en trámite, donde se pidió una diligencia cualquiera. 


Por lo tanto, me parece que la expresión está bien así. Después de muchos años de ejercicio de la profesión, 
nunca he visto que esta expresión causara algún problema. No tengo conocimiento de que se haya producido 
algún problema porque alguien empleara un medio "idóneo" para comunicar algo. 


SEÑOR MICHELINI.- La observación no está hecha en cuanto al concepto de idóneo. Evidentemente, 
si lo que se pretende utilizar es la forma para que una comunicación llegue, el interesado utilizará el 
mecanismo para verificar que esto suceda. Tampoco cuestiono que se tenga que establecer caso a caso 
cuáles son los mecanismos por los cuales se realiza la comunicación. Pero lo cierto es que cuando el año 
1988 se estableció en el Código General del Proceso "medio idóneo", se estaba pensando en el fax, que 
era una innovación en la época, pero no todas las oficinas públicas lo tenían. Una oficina pública que se 
considerara decente debía tener un aparato de facsímil, que era caro. 


Me parece que estamos pensando en el correo electrónico, pero ahora empieza a haber Facebook y Twitter 
institucionales y alguna otra cosa inventarán. Por lo tanto, lo único que agregaría es que haya una 
reglamentación del Poder Judicial. Para mí hay un prejuicio en el sentido de que las nuevas tecnologías de la 
información y la comunicación no generan fallas en su desarrollo, y ¡vaya que generan! Hay correos 
electrónicos que no llegan; hay spam; y están los errores humanos: al tipear mal una letra, el material le 
puede llegar a otro Juzgado, u otra oficina pública o no llegar nunca. 


Por lo tanto, después de "cualquier otro mecanismo idóneo", yo agregaría: "que esté reglamentado por el 
Poder Judicial". 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Aquí lo que se quiere resolver es ese espectáculo que veíamos que dentro del 
mismo edificio, habiendo un piso de diferencia, se demoraba eternamente para el envío de un 
expediente fotocopiado o de la información de tal expediente que se cursaba en otra sede. Entonces, 
quizás estando a diez escalones de distancia, el material tenía que pasar a mesa de oficios, después se 
diligenciaba y se entregaba a la parte interesada que subía esos diez escalones para entregarlo donde 
correspondía. Después la devolución se hacía por el mismo mecanismo, en vez de utilizar todo lo que 
ofrece la informática para tener una respuesta casi en tiempo real. Esta era una aspiración largamente 
reclamada por ejemplo, para los casos de violencia doméstica o para otro tipo de temas de impacto 
social, inclusive, para no dar mas excusas a las sedes judiciales con respecto a la demora. Adviértase 
que los juicios se trancan, no porque los plazos sean largos todos perentorios, sino por la práctica 
procesal en lo que tiene que ver con la fijación de audiencias, con las comunicaciones, con la ubicación 
de los expedientes y con las notificaciones, que no tienen plazo. Esto lo seguimos viviendo hoy: una de 
las formas más claras de chicanear un juicio, sobre todo en el interior del país, donde no hay oficinas 
de notificaciones, tiene que ver con todo ese pasaje al notificador, quien inclusive cumple un horario 


distinto, y a veces puede decir que entregó tal expediente o bien no se puede informar, precisamente, 
porque lo tiene el notificador, que no cuenta con un plazo para realizar la diligencia. Además, muchas 
veces la realiza mal ex profeso. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 
SEÑOR MICHELINI.- Retiro mi propuesta de modificación del artículo 90, señor Presidente. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Este artículo es un avance importante; ahorra costos y soluciona un 
problema. Por ejemplo, en el caso de un divorcio en el interior del país, el Juez tiene que comunicar la 
sentencia al Gobierno Departamental en el que se contrajo enlace y al Registro Civil. Si esto se hace 
por la vía que estamos habilitando, tendremos un ahorro en tiempo muy importante, lo cual va a 
facilitar mucho la tarea, además de bajar los costos para que la gente tenga una decisión judicial más 
accesible. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hechas las aclaraciones sobre el artículo 90, corresponde pasar a la votación 
del artículo 96. 


Ya hemos aclarado el alcance de esta norma. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

—Nueve por la afirmativa. AFIRMATIVA.- Unanimidad. 
En discusión el artículo 97. 


El "nomen iuris" de este artículo es "Habilitación de días y horas inhábiles" y se aclara expresamente la 
posibilidad de que la habilitación se disponga de oficio. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

—Nueve por la afirmativa. AFIRMATIVA.- Unanimidad. 

En discusión el artículo 100. 

El "nomen iuris” de este artículo es "Presencia del tribunal". Aquí se agrega un segundo inciso que dice: "En 
el caso de la Suprema Corte de Justicia bastará la presencia de tres de sus miembros, uno de los cuales la 


presidirá (...)". Esta modificación fue incluida para facilitar la labor de la Suprema Corte de Justicia cuando 
deba realizar audiencias. 


SEÑOR ORRICO.- Como los miembros de la Suprema Corte de Justicia no tiene suplentes no es como 
nuestro régimen puede pasar que estén en una conferencia en el exterior, o haciendo una visita de 
cárceles o el trámite que sea, por lo que no se puede integrar el Tribunal. Lo mismo sucede cuando se 
producen vacantes y no nos ponemos de acuerdo en los nombramientos. Entonces, no hay audiencias 
durante todo ese tiempo, hasta que no termine el plazo legal para que entre el miembro más antiguo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay más observaciones, correspondería votar el artículo 100. 
(Se vota) 


—Nueve por la afirmativa. AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Hemos votado hasta el artículo 100. La votación del Código General del Proceso va a permanecer como 
primer punto del orden del día de la próxima reunión, teniendo presente que todavía queda un número 


importante de artículos que votar. 


El señor Diputado Michelini va a hacer una solicitud. 


SEÑOR MICHELINI.- En nombre de la bancada del Frente Amplio solicito que se convoque al 
Ministro de Educación y Cultura, ingeniero Ehrlich espero que también tengamos la adhesión de todos 
los integrantes de la Comisión, a los efectos de que presente el informe sobre el Ministerio de Asuntos 
Jurídicos y Derechos Humanos, que envió en el marco de la Rendición de Cuentas. Esta es una 
obligación legal que se ha cumplido, que está consagrada en la ley de presupuesto. Se ha enviado el 
informe correspondiente establecido en la norma legal. Creemos que este tema, más que en la 
Rendición de Cuentas, debe ser analizado en la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación 
General y Administración, que es la que, en definitiva, va a estudiar el Código del Proceso Penal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la propuesta de convocatoria del señor Ministro de Educación y 
Cultura. 


(Se vota) 
—Nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Se levanta la reunión. 


T ínaa dal nia da namrma 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


